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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Romero García, el Juez 
Bonilla Ortiz y el Juez Rivera Torres. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
  

En San Juan, Puerto Rico, a 18 de agosto de 2016. 
 
La controversia en este caso gira en torno a la responsabilidad civil 

extracontractual en que incurre un funcionario del Estado quien, so color 

de autoridad y en el desempeño de sus funciones, lleva a cabo un 

desalojo de la propiedad de los apelados, en ejecución de una orden y 

mandamiento debidamente expedida por un tribunal. 

Además, revisamos si el desalojo de los demandantes apelados de 

su propiedad se debió a un error o una lamentable equivocación de los 

demandados apelantes, o si estos incurrieron en negligencia al no tomar 

las medidas necesarias para corroborar que la estructura desalojada no 

estaba incluida en la orden de lanzamiento. 

I. 

 La parte apelante, el Estado Libre Asociado de Puerto Rico y el Sr. 

Manuel Orlando González Torres, instó el presente recurso de apelación 

el 10 de agosto de 2015.  En síntesis, solicitó que se revocara la 

Sentencia emitida el 5 de septiembre de 2014, notificada el 24 de 

septiembre de 2014, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Guayama.  Mediante esta, el foro apelado declaró con lugar la Demanda 

de daños y perjuicios instada por los demandantes apelados del epígrafe, 

e impuso responsabilidad solidaria a los codemandados apelantes.   

 Evaluadas las sendas posturas de las partes litigantes, los autos 

originales del caso y la transcripción del juicio, a la luz del derecho 

aplicable, revocamos la Sentencia dictada por el tribunal apelado. 

II. 

 Los antecedentes del presente caso se retrotraen al 19802.  Allá 

para el 22 de agosto de 1980, el Sr. Pedro J. Nazario Albertorio y su 

                                                 
2
 El resumen de los antecedentes de esta apelación la hemos tomado de varios recursos 

instados ante este Tribunal de Apelaciones, pues el caso civil J CD1982-4494 generó 
múltiples controversias y recursos; entre ellos, el KLCE200000372, KLCE200200648, 
KLCE200201073, KLCE200300232, KLCE200300554, KLAN200401344.  
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esposa adquirieron de la Sucesión Figueroa una finca ubicada en el 

Barrio Tijeras del Municipio de Juana Díaz.  Luego, el Sr. Nazario 

procedió a segregar unas porciones de la finca 2794, que vendió a varias 

personas. 

 Dos años después, el 27 de septiembre de 1982, en el caso civil 

núm. J CD1982-4494, Sala Superior de Ponce, la Sucesión Figueroa instó 

un pleito sobre ejecución de hipoteca en contra del Sr. Nazario, pues este 

había incumplido con los pagos acordados en el contrato de compraventa 

y constitución de hipoteca suscrito en el 1980.  Esta demanda fue 

declarada con lugar el 10 de marzo de 1988, y, en su consecuencia, el 

tribunal de instancia ordenó la venta en pública subasta de las fincas.  

 Luego de la adjudicación a favor de la Sucesión, pero previo a la 

inscripción de la compraventa judicial en el Registro de la Propiedad, los 

compradores de las porciones de la finca 2794, segregadas y vendidas 

por el Sr. Nazario, acudieron al tribunal de instancia de Juana Díaz y 

solicitaron la inscripción a su favor de las fincas adquiridas.  Mediante una 

orden emitida el 5 de febrero de 1997, el tribunal de Juana Díaz dispuso 

para la inscripción solicitada.  Así pues, los compradores solicitaron al 

Registrador de la Propiedad que inscribiera a su nombre las fincas. 

 Por su parte, la Sucesión Figueroa acudió también al Registro de la 

Propiedad para inscribir a su favor la venta judicial de las mismas fincas.  

Esta inscripción les fue denegada, ya que los compradores habían 

presentado primero la orden del tribunal de Juana Díaz del 1997.  

Inconforme, la Sucesión Figueroa acudió ante este Tribunal para revisar 

la determinación del tribunal de Juana Díaz. 

 En el caso KLCE200000372, dejamos sin efecto la determinación 

de dicho foro, así como las inscripciones registrales realizadas con 

posterioridad a la adjudicación del pleito de ejecución de hipoteca a favor 

de la Sucesión Figueroa.  Además, ordenamos la inscripción de una 

anotación preventiva de prohibición de enajenar respecto a las fincas en 

controversia. 
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 Transcurridos múltiples incidentes procesales y apelativos, que 

incluyó que algunos de los dueños de las fincas adquiridas del Sr. Nazario 

solicitaran la paralización de una orden de lanzamiento en su contra, el 

Tribunal de Primera Instancia de Ponce emitió una orden de lanzamiento 

el 29 de abril de 20023.  Ello, en el caso civil núm. J CD1982-4494, 

titulado Lourdes A. Figueroa, y otros v. Pedro J. Nazario, y otros. 

 La orden dictada el 29 de abril de 2002, en el caso antes referido 

fue enmendada y, el 31 de julio de 2003, la Secretaria del Tribunal emitió 

el correspondiente mandamiento enmendado4.  Este fue dirigido al 

Alguacil del Tribunal para que procediese al lanzamiento de los 

ocupantes, y de sus pertenencias, de las 15 fincas objetos de ese pleito.  

Entre las parcelas a ser devueltas a la posesión de la Sucesión Figueroa, 

se encontraba la finca núm. 13892, cuya inscripción a favor de los 

señores Raúl Meléndez Cruz y Petronila Sánchez Ortiz fuese previamente 

cancelada en ese pleito. 

 Esta orden y mandamiento de lanzamiento, así como su ejecución, 

constituyen el germen del caso ante nuestra consideración.    

III. 

Los hechos que exponemos a continuación fueron transcritos de 

las estipulaciones de las partes litigantes, contenidas en el Informe de 

conferencia con antelación al juicio de 3 de octubre de 20085. 

Luego de emitida la orden de lanzamiento el 29 de abril de 2002, el 

2 de mayo de 2002, el Alguacil Regional del Centro Judicial de Ponce, 

Manuel Orlando González Torres6, recibió una correspondencia de la Lic. 

                                                 
3
 Véase, págs. 70-72 del apéndice de la apelación. 

 
4
 Véase, págs. 67-69 del apéndice de la apelación. 

 
5
 Véase, págs. 32-41 del apéndice de la apelación.  Estas estipulaciones fueron 

consignadas, además, en el juicio en su fondo, previo a comenzar el desfile de prueba. 
 
6
 Al revisar las estipulaciones de las partes litigantes, cual surgen de la transcripción de 

la prueba oral del juicio en su fondo y del Informe de conferencia con antelación al juicio, 
págs. 32-41 del apéndice de la apelación, resulta evidente que las estipulaciones fueron 
extraídas del informe preparado por el Alguacil Manuel O. González Torres el 15 de 
febrero de 2005, dirigido a la entonces Jueza Administradora del Centro Judicial de 
Ponce.  Este fue marcado como Identificación 1 de la parte demandada apelante, y 
adjuntado al recurso, sin objeción de la parte apelada, a las págs. 99-101 del apéndice.  
A raíz de ello, concluimos que, en las ocasiones en que las estipulaciones aluden al 
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Maricarmen Ramos de Szendrey, entonces abogada de la Sucesión 

Figueroa, que acompañaba la orden y mandamiento de lanzamiento.  

Posteriormente, la licenciada se comunicó a la oficina e indicó que el caso 

estaba en el Tribunal de Apelaciones y que iba a esperar por la 

determinación de este foro. 

A mediados del mes de septiembre de 2002, el Hon. Héctor 

Lajara Álvarez, juez que firmó la orden de lanzamiento, alertó al Alguacil 

González para que diera conocimiento al Hon. Luis Rivera Román (quien 

en esos momentos administraba el Centro Judicial de Ponce), y 

coordinara con el Sr. Julio Jurado Valentín, Alguacil General de la Rama 

Judicial, ya que este Tribunal de Apelaciones había confirmado su orden 

de lanzamiento. 

El viernes, 27 de septiembre de 2002, se recibió la llamada de la 

Lic. Ramos de Szendrey, quien dictó al Alguacil González el número de 

teléfono (787.843.2859), perteneciente al Sr. Jaime Figueroa, parte 

codemandante y representante de la parte demandante, para coordinar el 

lanzamiento. 

El lunes, 30 de septiembre de 2002, a las 2:25 p.m., el Alguacil 

González Torres se comunicó con el Sr. Figueroa para que lo 

acompañara y le mostrara las propiedades descritas en la orden de 

lanzamiento. 

El martes, 8 de octubre de 2002, acordaron visitar las fincas y se 

coordinó para el miércoles, 16 de octubre de 2002, a la 1:30 p.m.  

Llegada esa fecha, se visitó por primera vez las fincas en compañía del 

Sr. Jaime Figueroa, junto a los Alguaciles Auxiliares, Rex Cruz Sotomayor 

y Pedro A. Mercado Rivera.  Todos viajaron en vehículos oficiales con 

cristales ahumados.  El Sr. Figueroa mostró las fincas a ser desalojadas. 

La primera visita fue al Sr. Raúl Meléndez Cruz, quien estaba 

podando el patio con un tractor.  Inmediatamente, se le dio conocimiento 

de la orden de lanzamiento y este alegó la existencia de escrituras.  De 

                                                                                                                                     
pronombre personal se y forma una frase u oración impersonal, en realidad, ese se 
alude al Alguacil González Torres o a la oficina de alguaciles de Ponce. 
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inmediato, se procedió a citarlo para una reunión a celebrarse en el 

tribunal el 23 de octubre de 2002, a la 1:00 p.m., en la oficina de 

alguaciles.  Todo esto con el consentimiento de la parte demandante [i.e., 

la Sucesión Figueroa], representada por el Sr. Jaime Figueroa. 

Ese mismo ejercicio se hizo con los otros 4 ocupantes de las 

propiedades o fincas que contenían edificaciones, y que alegaron tener 

escrituras de sus propiedades. 

De regreso al tribunal, el Sr. Jaime Figueroa entregó un 

croquis realizado por él.  En el mismo estaban especificadas las 

fincas a ser desocupadas, incluida la ubicación de la residencia del 

Sr. Meléndez Cruz, que el Sr. Figueroa había señalado anteriormente 

como parte de la finca núm. 13892. 

El miércoles, 23 de octubre de 2002, a la 1:00 p.m., se llevó a 

cabo la reunión citada.  Comparecieron los señores: Raúl Meléndez Cruz 

y su esposa, Petronila Sánchez Ortiz; Manuel Padilla Rey y su esposa, 

Miriam L. Lugo Pagán; Pedro Luis Román; Luis Alicea Dapena y su 

esposa, Nereida Pérez Santiago.  Además, estuvo presente el licenciado 

Francisco Toro González.  A todos los participantes se les notificó 

copia de la orden de lanzamiento con fecha del 29 de abril de 2002. 

Uno a uno, los presentes fueron mostrando las escrituras de 

sus propiedades. 

Casi diez meses más tarde, el lunes, 18 de agosto de 2003, se 

recibió el mandamiento enmendado, expedido por la Secretaria del 

Tribunal el 31 de julio de 2003, que ahora facultaba al Alguacil del 

Tribunal, de ser necesario, a forzar candados y cerraduras, y a abrir por la 

fuerza puertas, entre otras medidas. 

El martes, 30 de septiembre de 2003, a las 10:15 a.m., se visitó y 

se alertó nuevamente a los ocupantes de las fincas con edificaciones, con 

excepción del Sr. Raúl Meléndez y del Sr. Orlando Torres, ya que no se 

encontraban en sus propiedades. 
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El sábado, 8 de noviembre de 2003, se llevó a cabo una reunión 

con todos los alguaciles que participarían en el lanzamiento pautado para 

el 20 de noviembre de 2003.  La reunión fue presidida por el Sr. Julio 

Jurado Valentín, Alguacil General de la Rama Judicial.  En cuanto al 

aspecto operacional, este estuvo a cargo del Sr. Alfonso Díaz, 

Alguacil General Auxiliar7. 

El jueves, 20 de noviembre de 2003, se inició el operativo a las 

7:00 a.m., bajo el mando de los Alguaciles Julio Jurado Valentín y 

Alfonso Díaz.  Participaron cerca de 75 alguaciles, divididos en 

escuadras con un líder.  Estuvo presente la Policía de Puerto Rico, bajo el 

mando del Capitán Medina y el Teniente Pedro Delgado; además, 6 

trabajadores sociales, bajo la supervisión de la Sra. Carmen Martínez del 

Departamento de la Familia; y, 2 funcionarios del Departamento de la 

Vivienda.  En representación de la parte demandante, Sucesión 

Figueroa, estuvo presente, también, el Sr. Francisco del Río, quien a 

su vez tenía cerca de 20 hombres para remover todos los bienes 

muebles que pertenecían a los ocupantes de la propiedad. 

Hasta aquí, las partes litigantes estipularon todos los hechos antes 

transcritos8.  Sin embargo, de los autos surgen otros hechos 

incontrovertidos, relacionados con algunos incidentes posteriores a los 

eventos del 20 de noviembre de 2003. 

Está claro que, luego de esa fecha, allá para el 12 de diciembre de 

2003, y a la luz de una solicitud urgente presentada por los señores Raúl 

Meléndez Cruz y Petronila Sánchez Ortiz (esposos Meléndez-Sánchez), 

en el caso civil núm. J CD1982-4494, Lourdes A. Figueroa, y otros v. 

Pedro J. Nazario, y otros, el Tribunal de Primera Instancia de Ponce 

celebró una vista urgente, que fue atendida por el Juez Lajara Álvarez, 

quien había expedido la orden de lanzamiento.  Cual surge de la minuta 

                                                 
7
 Las partes litigantes estipularon, además, que: “El 20 de noviembre de 2003, los 

Alguaciles Julio Jurado Valentín y Alfonso Díaz lideraron un operativo para remover 
todos los bienes muebles que pertenecían a los demandantes de su propiedad.” 
 
8
 La transcripción de las estipulaciones fue mínimamente modificada para corregir 

algunos errores sintácticos y gramaticales; las negrillas fueron suplidas por este Tribunal. 
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de dicha vista, y de la continuación de la misma el 16 de enero de 20049, 

los esposos Meléndez-Sánchez adujeron que la orden y mandamiento de 

desahucio y lanzamiento del tribunal expedida el 29 de abril de 2002, 

enmendada el 31 de julio de 2003, se refería a la finca núm. 13892.  Sin 

embargo, el desalojo llevado a cabo el 20 de noviembre de 2003, había 

incluido a la finca núm. 848110, cuyo dominio pertenecía a los esposos 

Meléndez-Sánchez, y no a la Sucesión Figueroa. 

En vista de que las restantes partes no habían sido notificadas con 

copia de los documentos acreditativos de las alegaciones de los esposos 

Meléndez-Sánchez, estas insistieron en que el desalojo se había llevado 

a cabo conforme a la orden y mandamiento del tribunal, por lo que se 

presumía válido.  Por tanto, la solicitud de los esposos Meléndez-Sánchez 

de que se les permitiera regresar a su residencia en tanto se dilucidaba la 

controversia fue denegada11.  En su lugar, el foro de instancia citó a una 

continuación de esa vista urgente para el 16 de enero de 2004. 

Llegado el 16 de enero de 200412, el tribunal recibió la prueba 

documental y testifical de la parte promovente, los esposos Meléndez-

Sánchez, y dictó la Resolución y Orden correspondiente el 2 de abril de 

200413.  El foro de instancia concluyó que, si bien la finca núm. 13892, 

propiedad de los esposos Meléndez-Sánchez, estaba incluida en su 

orden de lanzamiento, la otra finca colindante núm. 8481, también 

propiedad de los esposos Meléndez-Sánchez, no lo estaba, por no haber 

sido objeto del pleito. 

 

                                                 
9
 Ambas minutas fueron adjuntadas al apéndice de la apelación, a las págs. 87-93. 

 
10

 Es importante destacar que en la finca núm. 8481 ubicaba la residencia de los 
esposos Meléndez-Sánchez. 
 
11

 Copia de la minuta de la vista del 12 de diciembre de 2003, fue notificada a las partes 
litigantes, por conducto de sus respectivos abogados, el 15 de diciembre de 2003. 
 
12

 A la fecha de esa vista, el abogado de los esposos Meléndez-Sánchez no había 
cumplido con las órdenes impartidas por el tribunal el 12 de diciembre de 2003; entre 
ellas, notificar a las demás partes con copia de los documentos pertinentes; juramentar 
su moción urgente para convertir el proceso en una acción de interdicto posesorio, o 
anunciar la prueba testifical.  No obstante tales omisiones, el juez optó por agilizar el 
proceso y recibir la prueba documental y testifical que tuvo a bien desfilar la parte 
promovente, esposos Meléndez-Sánchez.  
 
13

 Véase, págs. 64-66 del apéndice de la apelación. 
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Destacamos que el juez determinó como sigue: 

Al inicio de la vista, el señor Raúl Meléndez Cruz y su 
esposa Petronila Sánchez Ortiz juramentaron la Petición en 
sala.  Escuchada la prueba testifical, admitida la prueba 
documental presentada, así como lo argumentos expuestos 
en la vista celebrada, el Tribunal determinó que los 
promoventes [esposos Meléndez-Sánchez] agruparon 
físicamente la parcela objeto del lanzamiento con otra 
de su propiedad (la finca 8481), de modo que no se 
podía distinguir la una de la otra.  En esas 
circunstancias, el lanzamiento efectuado incluyó la 
privación de posesión de un terreno y una estructura 
residencial que no estaban incluidos en nuestra orden. 

 
La parte promovida [la Sucesión Figueroa] estuvo acorde 
con la determinación del Tribunal y se allanó a la devolución 
del terreno y la vivienda.  Además, la promovida solicitó 
que se marcara con algún signo visible la demarcación 
aparente de las fincas.  La parte promovente se allanó y 
el Tribunal aprobó dicha solicitud.  Por lo tanto, se 
declara que esta Resolución no constituye una adjudicación 
de ninguna controversia en relación con la titularidad o el 
deslinde de las dos parcelas. 

 
En consecuencia, el Tribunal declara CON LUGAR la 
solicitud de los promoventes para que se le entregue la 
posesión material del terreno y la vivienda que no fueron 
objeto de la orden de lanzamiento.  […]. 

 
Apéndice de la apelación, a la pág. 65.  (Énfasis nuestro). 

 Los esposos Meléndez-Sánchez recuperaron la posesión de la 

finca núm. 8481 y de la estructura ubicada en ella14, que constituía su 

hogar.  Posteriormente, instaron la demanda que dio base a este recurso 

de apelación. 

IV. 

 El 18 de noviembre de 2004, los esposos Meléndez-Sánchez, la 

sociedad legal de gananciales compuesta por ambos, así como sus hijos: 

Joann, Karla Michelle y Christian, todos apellidados Meléndez Sánchez, 

instaron una demanda de daños y perjuicios como resultado de los 

hechos ocurridos el 20 de noviembre de 200315. 

 Lamentablemente, en lo que proponemos como una práctica 

desafortunada, ni de la sentencia dictada en este caso, ni de los escritos 

                                                 
14

 La sentencia objeto de esta apelación dispuso que la familia Meléndez-Sánchez 
regresó a su hogar el 15 de enero de 2004.  Véase, apéndice de la apelación, a la pág. 
21. 
 
15

 Véase, copia de la Demanda adjuntada al apéndice de la apelación, a las págs. 48-56. 
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relacionados con este recurso, se alude a todas las partes litigantes16.  

La utilización de la locución latina et al. en los títulos o epígrafes nos 

obligaron a solicitar los autos originales de este caso.  Ello, a la luz de que 

el título de la Demanda alude a una larga lista de demandados, cuyas 

presencias o ausencias no fueron atendidas por el tribunal primario en su 

sentencia17. 

Examinados los autos originales, pudimos constatar el trámite 

procesal del caso y la identidad de los demandados en el mismo. 

 Originalmente, la demanda fue instada en Juana Díaz, el 18 de 

noviembre de 2004, con el número civil J DP2004-0523.  El 24 de 

noviembre de 2004, la Secretaria del Tribunal de Juana Díaz expidió 

todos los emplazamientos. 

Más adelante, mediante una orden de traslado dictada el 10 de 

diciembre de 2004, la Jueza Administradora de Ponce refirió el caso a la 

Región Judicial de Guayama.  El expediente se recibió en Guayama el 4 

de enero de 2005, y se le asignó el número civil G DP2005-0004. 

Entre el 26 de enero al 31 de enero de 2005, la parte demandante 

diligenció los emplazamientos a: Oficina de Administración de los 

Tribunales (OAT); Sonia Ivette Vélez; Manuel Orlando González, como 

Alguacil General [sic] de Ponce y como Manuel Orlando González18; el 

Secretario de Justicia; y, el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, por 

conducto del Secretario de Justicia.  Con relación al Superintendente de 

la Policía, la parte demandante adujo que había extraviado el 

emplazamiento expedido inicialmente, por lo que solicitó se expidiera otro.  

Así se concedió, mediante orden dictada el 9 de marzo de 2005; ese 

                                                 
16

 Nótese que la Regla 16 (A) (1) del Reglamento de este Tribunal de Apelaciones, 4 
LPRA Ap. XXII-B, exige que el escrito de apelación en casos civiles contenga, entre 
otros, un epígrafe con el nombre de las partes en el orden en que aparecían en el 
Tribunal de Primera Instancia. 
 
17

 En el epígrafe de la sentencia que hoy emitimos, hemos optado por incluir a todos los 
demandados y ennegrecimos el nombre de los apelantes: el Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico y el Alguacil Manuel Orlando González Torres. 
 
18

 A pesar de que se expidieron dos emplazamientos a nombre del Sr. Manuel Orlando 
González Torres, ni de las alegaciones de la demanda, ni de la sentencia dictada, surge 
que este hubiera sido demandado en su capacidad personal.  Todo lo contrario, la 
sentencia dispone explícitamente que las acciones u omisiones imputadas al 
Alguacil González Torres se suscitaron en el desempeño de su cargo y so color de 
autoridad.  Véase, apéndice de la apelación, a las págs. 19-20. 
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emplazamiento se expidió el 10 de marzo de 2005 (este emplazamiento 

diligenciado no obra en el expediente). 

El 17 de marzo de 2005, compareció la Administración de 

Tribunales de Puerto Rico (OAT).  Luego, el 26 de mayo de 2005, la OAT 

contestó la demanda.  En ella, negó las alegaciones cual redactadas; 

adujo que no existía responsabilidad solidaria alguna entre los 

demandados y planteó varias defensas afirmativas, al amparo de la 

Ley Núm. 104 de 29 de junio de 1955, según enmendada, conocida como 

Ley de Reclamaciones y Demandas contra el Estado, 32 LPRA sec. 

3077-3092a. 

El 20 de septiembre de 2005, el Secretario de Justicia compareció, 

sin someterse a la jurisdicción.  En esa primera moción, explicó que los 

codemandados Sonia I. Vélez y Manuel O. González habían solicitado el 

beneficio de la Ley Núm. 919, por lo que necesitaba un tiempo adicional 

para evaluar tal solicitud. 

Por su parte, el ELA, el Secretario de Justicia y la Policía de Puerto 

Rico comparecieron el 30 de agosto de 2005.  En síntesis, en su 

contestación adujeron que quienes llevaron a cabo el operativo fueron los 

alguaciles, y que los agentes de la Policía solo sirvieron de apoyo.  

Plantearon, además, que la parte demandante había obviado notificar al 

Estado conforme a lo exigido por la Ley Núm. 104. 

De hecho, el 12 de junio de 2006, el ELA, el Secretario de Justicia 

y la Policía de Puerto Rico presentaron una solicitud de sentencia 

sumaria, en la que adujeron que la Policía estuvo en el lugar de los 

hechos el 20 de noviembre de 2003, para apoyar a los alguaciles y velar 

por la seguridad.  Aclararon que, en ningún momento, la Policía tuvo que 

                                                 
19

 Nos referimos a la Ley Núm. 9 de 26 de noviembre de 1976, que enmendó la Ley 
Núm. 104, para proveer representación legal y pago de sentencias a funcionarios y 
empleados del ELA, en acciones de daños y perjuicios, en las que hayan sido 
demandados en su carácter personal.  32 LPRA sec. 3085-3092a.  Véase, además, 
Mun. Fajardo v. Srio. Justicia et al., 187 DPR 245, 256-257 (2012).  Las disposiciones de 
la Ley Núm. 9 están disponibles, también, para los funcionarios y empleados de las tres 
ramas de gobierno, incluida la judicial, y los municipios, entre otros.  A esos efectos, 
examínese los Reglamentos Núm. 4071 de 1989, Núm. 7622 de 2008, y Núm. 8405 de 
2013, aprobados por los correspondientes Secretarios de Justicia, los cuales establecen 
los mecanismos para solicitar los beneficios de la Ley Núm. 9 y quiénes lo pueden hacer.   
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intervenir, por lo que solicitaron la desestimación de la demanda en 

cuanto a ellos. 

Poco después, en la vista de estatus celebrada el 18 de agosto de 

2006, la parte demandante, aquí apelada, se allanó a que el tribunal 

dictara sentencia parcial a favor del ELA, del Secretario y de la Policía.  

A la luz de ello, el 8 de diciembre de 2006, notificada el 12 de 

diciembre, el foro de instancia dictó sentencia parcial, mediante la cual 

acogió el desistimiento de la demanda en cuanto al ELA, el Departamento 

de Justicia y la Policía de Puerto Rico.  La sentencia parcial indica 

claramente que el caso continuaría en contra de la OAT y de sus 

funcionarios. 

El 22 de agosto de 2006, el entonces representante legal de la 

OAT renunció, y tal representación la asumió un abogado del 

Departamento de Justicia.  No obstante ello, cada vez que compareció, 

indicó que comparecía a favor del ELA, sin especificación adicional 

alguna.  Más adelante, sin embargo, y según surge de la minuta de la 

conferencia con antelación al juicio (celebrada el 5 de junio de 2007), el 

abogado del Departamento de Justicia aclaró que comparecía por todos 

los demandados que aún permanecían en el pleito. 

Si bien el foro de instancia señaló en varias ocasiones el juicio en 

su fondo, las partes litigantes optaron por posponerlo repetidamente y por 

diferentes razones.  Finalmente, el mismo comenzó el 13 de noviembre 

de 200820.  En esa fecha, la parte demandante apelada desfiló toda su 

prueba, que consistió del testimonio de los demandantes apelados: Sr. 

Raúl Meléndez, Sra. Petronila Sánchez, sus hijos Joann, Karla Michelle y 

Christian Meléndez Sánchez.  También testificó el Sr. Pedro Guzmán 

Ruiz, cuñado del Sr. Raúl Meléndez, quien tomó un vídeo el 20 de 

noviembre de 2003, y en fechas posteriores, el cual fue marcado en 

evidencia como Exhíbit 2 de la parte demandante.   

                                                 
20

 Valga apuntar que, en esa misma fecha y previo a iniciar el desfile de prueba, el 
tribunal aprobó el informe de conferencia con antelación al juicio enmendado.   Además, 
de la minuta de la vista - así como de la transcripción de la misma - surge que se 
estipularon más hechos y documentos, y que se renunciaron a varios testigos y 
documentos. 
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El 13 de noviembre de 2008, la parte demandada apelante 

comenzó el desfile de su prueba con el testimonio del Sr. Jaime Figueroa, 

miembro de la Sucesión Figueroa.  Culminado ese testimonio, el tribunal 

recesó en el caso hasta el 15 de diciembre de 2008.   

En la continuación del juicio, la parte demandada apelante llamó a 

la Lic. Maricarmen Ramos de Szendrey (ahora abogada de muchos de los 

miembros de la Sucesión Figueroa) y al codemandado, Alguacil Manuel 

Orlando González Torres.  Con relación a los testigos anunciados por la 

parte apelante, el Alguacil General Julio Jurado y el Alguacil General 

Auxiliar Alfonso Díaz, el abogado renunció a ellos y los puso a la 

disposición de la parte demandante apelada, pero esta optó por no 

llamarlos.  Así pues, el juicio culminó el 15 de diciembre de 2008, y 

quedó sometido para su adjudicación una vez las partes litigantes 

presentaron sus sendos memorandos de derecho, a decir: la parte 

demandada apelante, el 16 de enero de 2009; la parte demandante 

apelada, el 3 de marzo de 2009. 

Cinco años y seis meses más tarde, allá para el 5 de 

septiembre de 2014, el tribunal dictó su Sentencia, que fue notificada el 

24 de septiembre de 2014.  En ella, el foro apelado declaró con lugar la 

demanda instada y concluyó que los demandados ELA de Puerto Rico y 

el Alguacil Manuel O. Torres González le respondían solidariamente a 

los demandantes apelados, por los daños emocionales sufridos por estos, 

lo cuales valoró en $35,000.00, para cada uno de los señores Raúl 

Meléndez y Petronila Sánchez; y, $10,000.00, para cada uno de los tres 

hijos de la pareja, Joann, Karla Michelle y Christian Meléndez Sánchez.  

Inconforme con dicha disposición, el 3 de octubre de 2014, la 

parte demandada apelante presentó una solicitud de reconsideración y de 

determinaciones de hecho y conclusiones de derecho adicionales.  

Solicitada una prórroga y concedida por el tribunal, la parte demandante 

apelada presentó su oposición a la moción de reconsideración el 20 de 

mayo de 2015. 
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El 8 de junio de 2015, notificada el 9 de junio, el Tribunal de 

Primera Instancia denegó la solicitud de reconsideración, mediante una 

escueta resolución. 

Aún inconforme, los demandados apelantes presentaron este 

recurso el 10 de agosto de 2015.  En él, señalaron los siguientes errores 

cometidos por el tribunal sentenciador: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DICTAR SENTENCIA CONTRA EL ESTADO LIBRE 
ASOCIADO A PESAR DE LA AUSENCIA DE LOS 
ELEMENTOS ESENCIALES PARA CONFIGURAR UNA 
CAUSA DE ACCIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS. 
 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
CONCEDER LA SUMA DE $35,000.00 A FAVOR DEL 
SEÑOR RAÚL MELÉNDEZ CRUZ, TODA VEZ QUE DICHA 
CUANTÍA ES CLARAMENTE EXCESIVA Y NO SE AJUSTA 
A LA EVIDENCIA DESFILADA DURANTE EL JUICIO EN 
SU FONDO. 
 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
CONCEDER LA SUMA DE $35,000.00 A FAVOR DE LA 
SEÑORA PETRONILA SÁNCHEZ ORTIZ, TODA VEZ QUE 
DICHA CUANTÍA ES CLARAMENTE EXCESIVA Y NO SE 
AJUSTA A LA EVIDENCIA DESFILADA DURANTE EL 
JUICIO EN SU FONDO. 
 
ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
CONCEDERLE $10,000.00 A CADA UNO DE LOS HIJOS 
DE LOS DEMANDANTES, TODA VEZ QUE DICHA 
CUANTÍA ES CLARAMENTE EXCESIVA Y NO SE AJUSTA 
A LA EVIDENCIA DESFILADA DURANTE EL JUICIO EN 
SU FONDO. 

 
(Mayúsculas en el original). 
 
 En cuanto al primer error, el Estado arguyó que la sentencia 

dictada es contraria a la prueba desfilada en el juicio en su fondo.  Es su 

posición que el tribunal apelado obvió toda la prueba tendente a 

demostrar las múltiples gestiones que el Estado y sus empleados, en 

particular, el codemandado Alguacil Manuel O. González, realizaron para 

cumplir con la orden y mandamiento de lanzamiento de una manera 

responsable y diligente.  En síntesis, la parte apelante planteó que el 

Estado y sus empleados actuaron de forma prudente y razonable en las 

circunstancias particulares de este caso, y la prueba testifical y 

documental desfilada así lo demostró. 

  



 
 

 
KLAN201501233    

 

15 

Con relación a los restantes tres señalamientos, todos 

correspondientes a las indemnizaciones concedidas por el tribunal 

sentenciador a los demandantes, la parte apelante adujo que el juzgador 

de los hechos no justificó adecuadamente y conforme a la prueba 

desfilada los daños sufridos y las cuantías adjudicadas. 

 El 11 de febrero de 2016, la parte apelada presentó su alegato en 

oposición.  En él, planteó que este foro apelativo debe respetar la 

determinación del tribunal de instancia, pues es este el que está en mejor 

posición de aquilatar la prueba desfilada en el juicio.  Además, adujo que, 

en ausencia de pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto, debíamos 

abstenernos de revocar al foro sentenciador. 

 Cual apuntado antes, este Tribunal se vio precisado a ordenar que 

se elevasen los autos originales, que incluían la prueba documental y 

demostrativa presentada en el juicio.  Ello nos permitió establecer el 

trámite procesal ante instancia y examinar el vídeo admitido en evidencia 

como Exhíbit 2 de la parte demandante apelada.   

Así pues, evaluado el expediente del caso, las sendas posturas de 

las partes comparecientes, la transcripción de la prueba oral, así como la 

sentencia dictada, concluimos que esta adolece de errores manifiestos, 

que ameritan su revocación.      

V. 

A. 

 El Art. 1802 del Código Civil de Puerto Rico establece que: “El que 

por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, 

está obligado a reparar el daño causado.  La imprudencia concurrente del 

perjudicado no exime de responsabilidad, pero conlleva la reducción de la 

indemnización.”  31 LPRA sec. 5141. 

 El Tribunal Supremo ha opinado que: “[…].  Sobre este tema, 

hemos sido enfáticos al indicar que para que exista responsabilidad bajo 

este precepto, es necesario: (i) que ocurra un daño; (ii) que haya una 

acción u omisión culposa o negligente, y (iii) que exista una relación 
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causal entre el daño y la conducta culposa o negligente.”  García v. 

E.L.A., 163 DPR 800, 809 (2005). 

 De ordinario, conforme al Art. 1802, la obligación de reparar un 

daño dimana de un hecho propio.  Por excepción, se incurre en 

responsabilidad por actos ajenos si existe un nexo jurídico previo entre el 

causante del daño y el que viene obligado a repararlo.  Sánchez Soto v. 

E.L.A., 128 DPR 497, 501 (1991).  Así pues, el Art. 1803 del Código Civil, 

31 LPRA sec. 5142, dispone que: “[l]a obligación que impone [el Art. 

1802] es exigible, no sólo por los actos u omisiones propios, sino por los 

de aquellas personas de quienes se debe responder.”  Esta disposición 

estatutaria consagra la doctrina de responsabilidad vicaria. 

 En lo que respecta al Estado, el Art. 1803 declara expresamente 

que: “El Estado es responsable en este concepto en las mismas 

circunstancias y condiciones en que sería responsable un ciudadano 

particular”.  Es decir, el Estado responderá por los perjuicios causados 

por sus empleados, en ocasión del ejercicio de sus funciones.  Valle v. 

E.L.A., 157 DPR 1, 15 (2002). 

 Ahora bien, en cuanto a la responsabilidad vicaria impuesta al 

Estado por el Art. 1803, esta se encuentra restringida y limitada por las 

disposiciones de la Ley Núm. 104 de 29 de junio de 1955, según 

enmendada, Ley de Reclamaciones y Demandas contra el Estado, 32 

LPRA sec. 3077-3092a. 

.              .            .             .            .            .            .             .  
 
Como es sabido, mediante la aprobación de tal estatuto, el 
Estado renunció parcialmente a su inmunidad, permitiendo 
ser demandado cuando sus agentes o empleados, por 
descuido, negligencia o falta de circunspección, 
ocasionan daños.  En virtud de la referida Ley, se 
establecen, además, ciertas limitaciones a la renuncia de 
inmunidad del soberano.  En esencia la Asamblea 
Legislativa autorizó la presentación de demandas contra 
el Estado por las actuaciones culposas o negligentes de 
sus empleados, funcionarios o agentes en el 
desempeño de sus funciones y actuando en su 
capacidad oficial; también autoriza demandas 
fundamentadas en la Constitución, en cualquier ley o 
reglamento de Puerto Rico, o en algún contrato con el 
Estado. 
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Valle v. E.L.A., 157 DPR, a la pág. 16.  (Bastardillas en el original; énfasis 
nuestro y nota al calce omitida). 
 
 Lo antes expuesto implica que, para que un demandante pueda 

prevalecer en un pleito de daños y perjuicios contra el Estado por los 

actos u omisiones de un empleado, agente o funcionario, se tendrá que 

analizar los hechos imputados, tanto a la luz de la doctrina civilista sobre 

responsabilidad vicaria, como al amparo de las disposiciones pertinentes 

de la Ley Núm. 104.  Por tanto, le corresponde al demandante probar, 

primero, que la persona que le causó el daño era agente, funcionario o 

empleado del Estado, y que actuaba en su capacidad oficial al momento 

de causarle el daño.  Segundo, es necesario que el demandante pruebe 

que ese agente, funcionario o empleado actuó dentro del marco de su 

función.  En tercer lugar, el demandante tiene que probar que la actuación 

del empleado del ELA fue negligente y no intencional21.   Id., a la pág. 17. 

 Es a través de la Ley Núm. 104 que se puede instar una demanda 

en contra del Estado y de un funcionario o empleado público, cuando 

este actúa negligentemente u omite actuar según su deber dentro del 

marco de las funciones de su cargo o empleo.  Ahora bien, la demanda 

puede ser instada directamente contra el funcionario o empleado o, de 

forma alternativa, en contra del ELA y del funcionario o empleado 

público.  García v. E.L.A., 146 DPR 725, 735 (1998).  No obstante ello, 

una vez se recobra del Estado, la parte demandante no puede recobrar 

del empleado, y viceversa.  Id. 

 Dicho de otro modo, si bien se puede acumular procesalmente 

en el mismo pleito al Estado y a su empleado, no puede haber 

acumulación de indemnizaciones.  De Paz Lizk v. Aponte Roque, 124 

DPR 472, 493 (1989).  La Ley Núm. 104 impide que un demandante 

recobre tanto del gobierno como del empleado, por lo que el cobro de 

cualquier sentencia opera como medio de satisfacer la otra.  Id.  A esos 

                                                 
21

 La Ley Núm. 104 no autoriza las demandas en su contra si están fundadas en los 
actos de sus empleados, agentes o funcionarios constitutivos de acometimiento, 
agresión, arresto ilegal, persecución maliciosa o encarcelamiento ilegal.  Art. 6 (d) de la 
Ley Núm. 104, 32 LPRA sec. 3081 (d).  En tales situaciones, de ordinario, solo 
responden los agentes en su carácter personal.  Leyva et al. v. Aristud et al., 132 DPR 
489, 497 (1993), nota al calce núm. 4. 



 
 

 
KLAN201501233  

 

18 

efectos, el Art. 8 de la Ley Núm. 104, según enmendado, dispone 

claramente como sigue: 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 
La sentencia que se dicte en cualquier acción autorizada por 
las secs. 3077 a 3092a de este título impedirá toda otra 
acción por parte del reclamante, por razón de la misma 
cuestión o materia, contra el funcionario, agente o empleado 
cuyo acto u omisión dio origen a la acción; y la sentencia 
contra el funcionario, agente o empleado impedirá 
igualmente toda acción contra el Estado. 

 
32 LPRA sec. 3083. 

 Ello implica, además, que al Estado no se le puede imponer la 

obligación solidaria de pagar una cantidad en indemnización cuando el 

cocausante de los daños sea uno de sus agentes o empleados, y estos 

incurran en la conducta que dio base a la reclamación en el desempeño 

de sus funciones oficiales22.  Ello así pues el Estado está impedido de 

repetir contra dicho agente o empleado en una acción de nivelación.  

González Pérez v. E.L.A., 138 DPR 399, 408 (1995).   

B. 

 La Regla 42.2 de Procedimiento Civil, dispone que: “[...] Las 

determinaciones de hechos basadas en testimonio oral no se dejarán sin 

efecto a menos que sean claramente erróneas, y se dará la debida 

consideración a la oportunidad que tuvo el tribunal sentenciador para 

juzgar la credibilidad de los testigos.  [...].”  32 LPRA Ap. V, R. 42.2.  

(Énfasis nuestro). 

Cónsono con ello, es norma reiterada que, en ausencia de pasión, 

perjuicio, parcialidad o error manifiesto, los tribunales apelativos no deben 

intervenir con la apreciación de la prueba de los tribunales de instancia.  

Rodríguez v. Urban Brands, 167 DPR 509, 522 (2006).  Al definir lo que 

constituye pasión, perjuicio o parcialidad, el Tribunal Supremo ha 

expresado que: 

Incurre en “pasión, prejuicio o parcialidad” aquel juzgador 
que actúe movido por inclinaciones personales de tal 

                                                 
22

 Distinto resultado obtendríamos si el cocausante del daño es un tercero ajeno al 
Estado, o si es un empleado público cuya acción u omisión no está enmarcada dentro de 
una relación de agencia o empleo con el Estado (i.e., daños constitutivos de delito 
grave).  García v. E.L.A., 146 DPR 725, 742 (1998).  
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intensidad que adopta posiciones, preferencias o rechazos 
con respecto a las partes o sus causas que no admiten 
cuestionamiento, sin importar la prueba recibida en sala e 
incluso antes de que se someta prueba alguna. 

 
Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 782 (2013). 

 Adicionalmente, en Dávila Nieves, el Tribunal Supremo reconoció 

que, a través del tiempo, había tendido a utilizar el estándar de error 

manifiesto para descartar la apreciación de la prueba hecha por el tribunal 

de instancia.  Id., a la pág. 780.  Por ejemplo, cuando existen testimonios 

flacos y descarnados (Pueblo v. Ayala Ruiz, 93 DPR 704 (1966); 

expresiones estereotipadas (Pueblo v. Luciano Arroyo, 83 DPR 573 

(1961); conflictos irreconciliables en las versiones de los testigos, así 

como la propuesta de hechos físicamente improbables o imposibles 

(García v. A.F.F., 103 DPR 356, 360 (1975), entre otros, la deferencia 

hacia el juzgador de los hechos podrá obviarse.    

Es decir, el foro apelativo está obligado a conceder deferencia 

hacia el foro primario, pues es el juez sentenciador el que tiene la 

oportunidad de recibir y apreciar toda la prueba testifical presentada, de 

escuchar la declaración de los testigos y evaluar su comportamiento.  

Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 176 DPR 31, 67 (2009).  No 

obstante ello, esa doctrina de deferencia judicial no es de carácter 

absoluto; por tanto, se podrá intervenir “cuando la apreciación de la 

prueba no representare el balance más racional, justiciero y jurídico de la 

totalidad de la prueba”.  González Hernández v. González Hernández, 

181 DPR 746, 777 (2011). 

 El Tribunal Supremo sintetizó eficazmente esta doctrina en Vélez v. 

Srio. de Justicia, 115 DPR 533, 545 (1984): 

Es correcto que no somos dados a intervenir con frecuencia 
con las determinaciones de hecho que hace un tribunal de 
instancia y a sustituir nuestro criterio por el del juzgador ante 
quien declararon los testigos y quien tuvo la oportunidad de 
verlos declarar y apreciar su demeanor, Ramos Acosta v. 
Caparra Dairy, Inc., 113 D.P.R. 357 (1982), a menos que se 
demuestre que dicho foro actuó con pasión, prejuicio o 
parcialidad.  Pueblo v. Cruz Negrón, 104 D.P.R. 881 (1976).  
Sin embargo, el arbitrio del juzgador de hechos es 
respetable, mas no es absoluto.  Una apreciación 
errónea de la prueba no tiene credenciales de 
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inmunidad frente a la función revisora de este Tribunal.  
Vda. de Morales v. De Jesús Toro, 107 D.P.R. 826 (1978). 

 
(Énfasis nuestro; bastardillas en el original). 
 

C. 

En los casos de daños y perjuicios, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha reconocido que la tarea judicial de estimar y valorar los daños 

resulta difícil y angustiosa, porque no existe un sistema de computación 

que permita llegar a un resultado exacto con el cual todas las partes 

queden completamente satisfechas.  Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-

Vicéns, 179 DPR 774, 784 (2010).  Es por ello que la norma reiterada es 

que los tribunales apelativos no deben intervenir con la estimación de los 

daños que los tribunales de instancia realicen, salvo cuando la cuantía 

concedida advenga ridículamente baja o exageradamente alta.  Id.; 

véase, además, S.L.G. Flores-Jiménez v. Colberg, 173 DPR 843, 864-865 

(2008). 

Esta norma responde al hecho de que la valorización de los daños 

está sujeta a un cierto grado de especulación, que conlleva elementos 

subjetivos, tales como la discreción y el sentido de justicia y conciencia 

humana del juzgador de los hechos.  Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-

Vicéns, 179 DPR, a la pág. 785.  En ese sentido, y cual discutido 

previamente, los jueces de instancia están en mejor posición que los 

tribunales apelativos para hacer esta evaluación, toda vez que estos son 

los que tienen contacto directo con la prueba presentada.  Id. 

Ahora bien, independientemente del grado de subjetividad que la 

adjudicación de daños conlleva, el Tribunal Supremo ha establecido un 

mecanismo que nos ayuda a determinar si las cuantías concedidas por el 

foro de instancia resultan ridículamente bajas o exageradamente altas.  

Para ello, como tribunal revisor, debemos examinar, además de la 

prueba desfilada ante el foro primario, las concesiones de daños en 

casos anteriores similares.  El Tribunal Supremo reconoce que no 

existen dos casos idénticos, y que cada caso es distinguible de otro, 

según sus propias circunstancias, sin embargo, a los fines de determinar 
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si la valoración de los daños en un caso específico es o no adecuada, 

resulta de utilidad examinar las cuantías concedidas por el Tribunal 

Supremo en casos similares anteriores.  Herrera, Rivera v. S.L.G. 

Ramírez-Vicéns, 179 DPR, a la pág. 785. 

A esos fines, allá para el 2010, en Herrera, Rivera, el Tribunal 

Supremo adoptó un método recomendado por el exjuez Antonio J. 

Amadeo Murga, en su obra El valor de los daños en la responsabilidad 

civil, 1ra ed., San Juan, Editorial Esmaco, 1997, T. 1, págs. 91-116.  Este 

consiste en tomar en consideración compensaciones otorgadas en 

precedentes judiciales, actualizándolas al valor presente.  Posteriormente, 

en Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 DPR 889 (2012), el Tribunal 

Supremo consignó claramente cómo se llevaría a cabo el ejercicio de 

actualizar las partidas previamente adjudicadas por dicho foro al valor 

presente.  Para ello, “[…] utilizamos el cambio que ha tenido el poder 

adquisitivo del dólar a través del tiempo, que se basa en el índice de 

precios al consumidor, para obtener el ajuste por inflación, acorde 

con la recomendación del tratadista en ese momento.”  Id., a la pág. 

910 (énfasis nuestro).  A su vez, el valor adquisitivo del dólar se deriva del 

índice de precios al consumidor.   

En síntesis, para estar en posición de revisar las cuantías 

adjudicadas como compensación en daños, debemos, en primer lugar, 

remitirnos a un precedente del Tribunal Supremo sobre el asunto, que 

guarde similitud con el que nos corresponde evaluar.  Una vez 

identificado el precedente, corresponde actualizar la cuantía otorgada en 

ese entonces, mediante la utilización del índice del poder adquisitivo del 

dólar de ese año (i.e., cuantía del precedente multiplicada por el valor 

adquisitivo del dólar en el año en que se dictó23).  Esta cuantía representa 

el ajuste por inflación de la cantidad otorgada por el Tribunal Supremo en 

un caso similar.   

                                                 
23

 Valga apuntar que, a su vez, el valor adquisitivo del dólar se calculará dividiendo 
100 entre el índice de precios al consumidor del año cuya sentencia se pretende 
actualizar.  También, se podrá obtener el valor adquisitivo del dólar a través de la 
página cibernética del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos de Puerto Rico.  
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Como segundo paso, la cantidad ajustada por inflación, 

previamente concedida por el Tribunal Supremo, deberá ser actualizada 

para llevarla al año en que se dictó la sentencia que se revisa.  Ello se 

logra dividiendo el ajuste por inflación obtenido antes, entre el valor 

adquisitivo del dólar para la fecha en que se dictó la sentencia a 

revisar.   

Este método de valoración de daños fue reiterado y aclarado por el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico tan recientemente como el 6 de mayo 

de 2016, en Santiago Montañez, et al. v. Fresenius Medical Care, et al., 

2016 TSPR 76.  De manera clara y gráfica, el Tribunal, por voz del Juez 

Asociado Señor Estrella Martínez, resumió la doctrina adoptada en 

Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vicéns, y cuajada en Rodríguez et al. 

v. Hospital et al., para reafirmar los postulados de estimación y valoración 

de daños previamente establecidos. 

Nótese, sin embargo, que el Tribunal Supremo fue muy enfático en 

Santiago Montañez, et al. v. Fresenius Medical Care, et al., en su 

afirmación de que esta decisión no altera lo previamente establecido en 

Rodríguez et al. v. Hospital et al., sino que meramente la reafirma y 

acrisola.  Inclusive, se nos apercibió como sigue: 

En lo que concierne a la metodología utilizada por el foro 
primario para establecer estas cuantías, el referido foro 
expresó haber efectuado un análisis de aquellos casos que 
más se asemejan al presente caso.  Asimismo, manifestó 
haber aplicado los criterios establecidos en Herrera, Rivera 
v. SLG Ramírez Vicéns, supra, para la valorización de los 
daños.  No obstante, llama nuestra atención que el foro 
primario no mencionó en su dictamen cuáles son los 
casos similares que utilizó como guía.  Tampoco explicó 
cuál fue el cómputo que realizó para determinar las 
cuantías que concedió. 
 
Ante ello, nos vemos obligados a advertir a los jueces y 
las juezas sobre la importancia de detallar en sus 
dictámenes los casos que se utilicen como referencia o 
punto de partida para la estimación y valoración de 
daños y el cómputo realizado para establecer las 
cuantías que se concedan.  Este llamado a los jueces 
cobra importancia ante la necesidad imperante de 
instruir a las partes y a los miembros de la profesión 
jurídica en torno al método que se utiliza en ese difícil y 
angustioso proceso de estimar y valorar los daños.  
Además, habida cuenta de que esa tarea lleva consigo 
cierto grado de especulación, resulta forzoso explicar qué 
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casos se utilizan como referencia y cómo se ajustan las 
cuantías concedidas en esos casos anteriores al caso que el 
tribunal tiene ante su consideración. 

 
Santiago Montañez, et al. v. Fresenius Medical Care, et al., a las págs. 
21-22.  (Énfasis nuestro). 
 

En fin, resulta indispensable que todo cuestionamiento relacionado 

con la estimación y valoración de daños que realice un tribunal de 

instancia esté apoyado, no solo en los principios fundamentales de la 

apreciación de la prueba o la deferencia al foro sentenciador, sino que, 

además, deberá estar basado en el análisis metodológico establecido por 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico. 

VI. 

A. 

 Si bien es norma trillada que, en ausencia de error manifiesto, 

pasión, prejuicio o parcialidad, no debemos intervenir a nivel apelativo con 

las determinaciones de hecho y la adjudicación de credibilidad hechas en 

instancia, en este caso nos vemos impedidos de sostener la 

determinación a la que llegó dicho foro.  La sentencia cuya revisión 

solicita la parte apelante no representa el balance más racional, justiciero 

y jurídico de la totalidad de la evidencia que desfilara ante instancia, por lo 

tanto, la misma no debe prevalecer. 

 En primer lugar, le asiste la razón a la parte demandada apelante 

en cuanto a que la parte demandante apelada no pudo establecer 

satisfactoriamente que hubiese mediado negligencia por parte del Estado 

y de su funcionario, el Alguacil Manuel O. González Torres.  A pesar de 

toda la prueba testifical y documental que obraba en el récord, y que 

demostraba la diligencia con la que se manejó el lanzamiento de los 

demandantes de su propiedad, el Tribunal de Primera Instancia optó por 

concluir que la Oficina de Alguaciles de la OAT y el entonces Alguacil 

Regional de Ponce habían obviado cerciorarse de que la residencia de los 

demandantes ubicaba en una finca independiente y separada de la finca 

cuyo desalojo estaban obligados a llevar a cabo. 
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 Nos parece evidente que el foro apelado optó por opinar que los 

esposos Meléndez-Sánchez le ofrecieron examinar al Alguacil González 

Torres, en varias ocasiones, las escrituras24 de la finca en la que ubicaba 

su residencia, la finca núm. 8481, y que este, sencillamente, ni las miró.  

En otras palabras, que todas las gestiones realizadas por la Oficina de 

Alguaciles de la OAT y por el Alguacil González - desde visitar las fincas 

en compañía de un representante de la Sucesión Figueroa, citar a todos 

los dueños de las residencias que ubicaban en la finca de los Figueroa, 

ocuparse de conseguir asistencia de los Departamentos de la Vivienda y 

de la Familia, hasta apercibirles en múltiples ocasiones que pesaba una 

orden de desalojo en su contra - constituían trámites intrascendentes, que 

en nada incidían sobre la supuesta negligencia crasa del Alguacil 

González, al negarse a examinar las escrituras que acreditaban la 

titularidad de los esposos sobre su residencia. 

 A pesar de haber estipulado como un hecho25 que, en la reunión 

celebrada once meses antes del desalojo el 23 de octubre de 2002, “[u]no 

a uno, los presentes fueron mostrando las escrituras de sus propiedades”, 

los esposos Meléndez-Sánchez, durante sus respectivos testimonios en 

sala, insistieron en que el Alguacil González se negó a examinar la 

escritura de su residencia.  Cabe cuestionarse, dando como correcto que 

ellos conocían que el Alguacil Regional de Ponce se había negado a 

revisar su escritura y que contra ellos pendía un orden de lanzamiento, 

por qué los esposos Meléndez-Sánchez, once meses después, no habían 

hecho gestión alguna para aclarar el récord. 

 Adicionalmente, en su testimonio en sala, el Sr. Raúl Meléndez 

admitió, con mucha dificultad y renuencia, que las fincas 13892 (objeto de 

la orden) y 8481 (donde ubicaba su residencia) carecían de signos 

                                                 
24

 Esa escritura fue admitida en evidencia como Exhíbit 1 por estipulación de las partes 
litigantes, y adjuntada al apéndice de la apelación, a las págs. 59-63. 
 
25

 Una vez se estipula un hecho, la parte no puede impugnarlo posteriormente.  Rivera 
Menéndez v. Action Service, 185 DPR 431, 439-440 (2012).  Más importante aún, la 
estipulación de un hecho, como regla general, constituye una admisión sobre su 
veracidad y obliga tanto al tribunal como a las partes litigantes.  Id., a la pág. 440; 
citando a Coll v. Picó, 82 DPR 27, 36 (1960).  
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aparentes de segregación.  Así lo estableció, también, el Juez Lajara 

Álvarez en su Resolución y Orden del 2 de abril de 2004, a decir: que los 

esposos Meléndez-Sánchez habían agrupado físicamente las dos fincas; 

que no se podía distinguir la una de la otra; y, que era necesario que los 

esposos Meléndez-Sánchez marcaran “con algún signo visible la 

demarcación aparente de las fincas”, lo cual ordenó se realizara. 

 El Sr. Raúl Meléndez no pudo explicar satisfactoriamente por qué 

no había realizado gestión alguna para demostrar que su propiedad se 

trataba de dos fincas independientes, una de las cuales no estaba 

contenida en el orden de lanzamiento.  Ello, aun cuando reconoció que 

las fincas estaban “mezcladas”26 y que no se podía distinguir una de la 

otra27. 

 Aun más, las partes litigantes estipularon que el representante de 

la Sucesión Figueroa, Sr. Jaime Figueroa, el 8 de octubre de 2002, le 

mostró a los Alguaciles González Torres, Cruz Sotomayor y Mercado 

Rivera las fincas objeto de la orden de lanzamiento.  Estipularon, además, 

que, ese 8 de octubre, la primera visita que realizaron fue al Sr. Raúl 

Meléndez Cruz, quien podaba el patio con un tractor, y a quien se le 

informó de la orden de lanzamiento, a lo que este respondió que contaba 

con escrituras.   

Cual estipulado, ese 8 de octubre, al Sr. Meléndez se le citó para la 

reunión a celebrarse en el tribunal el 23 de octubre de 2002.  Estos 

incidentes concluyen con la estipulación a los efectos de que: “Todo esto 

con el consentimiento de la parte demandante [i.e., la Sucesión Figueroa], 

representada por el Sr. Jaime Figueroa.”  Finalmente: “De regreso al 

tribunal, el Sr. Jaime Figueroa entregó un croquis realizado por él28.  En el 

mismo estaban especificadas las fincas a ser desocupadas, incluida la 

                                                 
26

 Véase, transcripción de la vista del 13 de noviembre de 2008, a las págs. 66-67. 
 
27

 Véase, transcripción de la vista del 13 de noviembre de 2008, a las págs.73-75. 
 
28

 Ese dibujo o croquis no fue presentado durante el juicio.  Sí fue presentado y admitido 
un croquis preparado por el Alguacil González Torres (Exhíbit 4 por estipulación o pág. 
73 del apéndice de la apelación), que refleja la finca de la Sucesión Figueroa, con las 
estructuras que ubicaban en ella.  La residencia de los esposos Meléndez-Sánchez 
aparece como parte y dentro de la finca núm. 13892, incluida en la orden de 
lanzamiento. 
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ubicación de la residencia del Sr. Meléndez Cruz, que el Sr. Figueroa 

había señalado anteriormente como parte de la finca núm. 13892.” 

No obstante esas estipulaciones, el foro sentenciador concluyó 

tajante y contradictoriamente que: “El señor Figueroa bajo juramento 

testificó que no le había señalado a los demandados que la residencia de 

los demandantes formara parte de la propiedad a desahuciar29”.  No 

existe en la sentencia dictada justificación alguna para adjudicarle 

absoluta credibilidad al testimonio del Sr. Jaime Figueroa.  De hecho, al 

revisar el testimonio completo del Sr. Figueroa, según surge de la 

transcripción de la vista del 13 de noviembre de 2008, nos percatamos de 

que él ni siquiera “estaba claro” de que la residencia de los esposos 

Meléndez-Sánchez estuviera fuera de los linderos de la finca de la 

Sucesión Figueroa30.  Inclusive, admitió que fue él quien identificó la finca 

de los esposos Meléndez-Sánchez para los alguaciles y que desconocía 

que la residencia de dichos esposos ubicara en una finca distinta a la de 

la Sucesión Figueroa. 

En términos similares, el foro de instancia concluyó que la Lic. 

Ramos de Szendrey, abogada de muchos de los miembros de la 

Sucesión Figueroa, había testificado que ella no le había “señalado” a los 

demandados apelantes “que la residencia de los demandantes formara 

parte de la propiedad a desahuciar.”31  Tal afirmación no es del todo 

correcta.  Durante su testimonio, la Lic. Ramos hizo un recuento de los 

antecedentes del caso y afirmó que los esposos Meléndez-Sánchez 

habían tenido amplia oportunidad de explicar sobre la agrupación física 

de sus dos fincas.  Además, manifestó que ella no había intervenido en el 

proceso de la identificación de las fincas para propósitos de poner en 

vigor la orden de lanzamiento. 

De la misma manera, y carente de determinación expresa alguna 

con respecto a la falta de credibilidad en cuanto al testimonio del Alguacil 

                                                 
29

 Apéndice de la apelación, a la pág. 20. 
 
30

 Véase, transcripción de la vista del 13 de noviembre de 2008, a las págs. 173-174. 
 
31

 Véase, transcripción de la vista del 15 de diciembre de 2008, a las págs. 18-23. 



 
 

 
KLAN201501233    

 

27 

González Torres, el foro de instancia concluyó que él había testificado 

que “los demandantes merecían lo que les sucedió refiriéndose al 

desalojo de su propiedad”, y que este no había hecho ninguna gestión 

adicional para verificar que la residencia de los apelados no estaba 

contenida en la orden de lanzamiento32. 

Una vez verificada la transcripción del juicio y el testimonio del 

Alguacil González Torres, tal determinación descontextualiza el tenor de 

este último.  El Alguacil González Torres fue preciso, claro y congruente 

en su testimonio.  En un momento del contrainterrogatorio, él contesta 

que entendía que el Sr. Meléndez debió ser más proactivo en la defensa 

de su residencia y que, al no hacerlo, se “había buscado” lo que 

sucedió33.  Acto seguido, el abogado de la parte demandante apelada le 

pregunta si lo que quiere decir es que la familia demandante “merecía” lo 

que les sucedió el 20 de noviembre de 2003, y el Alguacil González 

aclaró que su intención no era implicar que se lo merecieran, sino que 

pudieron haber sido más afirmativos en aclarar la existencia de dos fincas 

distintas, pero visualmente indistinguibles.34 

Hemos examinado con detenimiento la transcripción del juicio en 

su fondo en este caso, así como la prueba documental admitida en 

evidencia, y no podemos encontrar una sola justificación para atribuirle 

entera credibilidad al testimonio descarnado y estereotipado de los 

esposos Meléndez-Sánchez. 

Al contrario, a modo de ejemplo, baste remitirnos al testimonio del 

Sr. Raúl Meléndez sobre su pobre condición de salud como secuela de 

los hechos acaecidos el 20 de noviembre de 2003.  No obstante tal 

imputación, admitió que en esa fecha no se encontraba en su hogar, pues 

convalecía en el hospital de una intervención relacionada con un infarto 

sufrido previamente.  Confrontado con su contestación bajo juramento al 

interrogatorio cursado por la parte demandada apelante, en cuanto a que 

                                                 
32

 Véase, apéndice de la apelación, a la pág. 22. 
 
33

 Véase, transcripción de la vista del 15 de diciembre de 2008, a la pág. 63. 
 
34

 Véase, transcripción de la vista del 15 de diciembre de 2008, a las págs. 63-94. 
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gozaba de buena salud, intentó justificar sus presuntos daños 

emocionales causados por el lanzamiento en que no entendió que “salud” 

incluyera “salud mental”.35 

En fin, la prueba desfilada, los testimonios vertidos en sala, así 

como las estipulaciones de las partes litigantes, resultan incompatibles 

con las determinaciones a las que llegó el foro sentenciador36.  El 

dictamen del tribunal está desprovisto de expresiones que nos permitan 

comprender por qué le concedió credibilidad a unos testimonios y se los 

restó a otros.   

De otra parte, resulta difícil asimilar que el juzgador de los hechos, 

luego de transcurridos 5 años y 6 meses, mantenga intacto el recuerdo 

del color de unas mejillas, del lenguaje gestual de un testigo o del tono de 

su voz.  Es en esos detalles que descansa, en gran parte, la deferencia 

que nos debe merecer la determinación de un juzgador de hechos; 

difusos, o ausentes, la memoria de tales detalles poco separa a este foro 

apelativo del de primera instancia. 

Así pues, estamos convencidos que la Sentencia dictada por el 

foro apelado no representa el balance más racional, justiciero y jurídico de 

la totalidad de la evidencia que desfilara ante sí, por lo que la misma no 

debe prevalecer y debe ser revocada. 

B. 

 Los restantes tres errores apuntados por la parte demandada 

apelante tienen que ver con las indemnizaciones concedidas por el 

tribunal de instancia.  Si bien la apelante ha prevalecido en su primer 

                                                 
35

 Curiosamente, los testimonios en cuanto a los daños emocionales presuntamente 
sufridos por los demandantes apelados resultaron estereotipados; todos testificaron 
haber visitado un sicólogo, cuyas señas no fueron precisadas; con diagnósticos y 
tratamientos imprecisos. 
 
36

 Adicionalmente, hemos examinado el vídeo tomado por el cuñado del Sr. Raúl 
Meléndez el 20 de noviembre de 2003, y este apoya la estipulación de las partes 
litigantes en cuanto a la intervención de unos 20 hombres, contratados por la Sucesión 
Figueroa, para remover los bienes muebles de la residencia de los demandantes 
apelados.  En los testimonios de los demandantes, y en sus alegaciones, estos enfatizan 
el dolor sufrido al ver sus bienes muebles tirados, destrozados o arrancados, sin 
embargo, eso no está reflejado en el vídeo admitido en evidencia.  Sí se puede apreciar 
los flatbeds o arrastres de compañías privadas; el local en el que se resguardaron los 
bienes muebles de las personas desahuciadas el 20 de noviembre de 2003.  No se 
puede apreciar a alguacil alguno arrancando, tirando o destruyendo propiedad mueble. 
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señalamiento de error, lo que dispone de este recurso, debemos llamar la 

atención a dos asuntos importantes. 

 En primer lugar, resulta erróneo jurídicamente imputarle 

responsabilidad solidaria al Estado y a su empleado.  Está claro que al 

Estado no se le puede imponer la obligación solidaria de pagar una 

cantidad en indemnización cuando el cocausante de los daños es uno de 

sus agentes o empleados, y este ha incurrido en la conducta que dio base 

a la reclamación en el desempeño de sus funciones oficiales.  Por tanto, 

la parte dispositiva de la sentencia revisada que así lo dispuso es 

patentemente errónea. 

 En segundo lugar, no existe en la sentencia una base concreta en 

la que apoyar las cuantías en daños adjudicadas por el foro de instancia.  

El análisis metodológico de estimación y valoración de daños adoptado 

por el Tribunal Supremo de Puerto Rico en Herrera, Rivera v. S.L.G. 

Ramírez-Vicéns, en el 2010, y aclarado en Rodríguez et al. v. Hospital et 

al., en el 2012, estaba vigente al momento de dictarse la sentencia en 

este caso en el 2014.  No obstante ello, el foro primario omitió mencionar 

en su dictamen cuáles precedentes similares había utilizado como guía.  

Tampoco explicó cuál fue el cómputo que hubo realizado para fijar las 

cuantías concedidas. 

 Este tipo de análisis es mandatorio y no constituye un ejercicio 

superfluo.  Tanto las partes litigantes, como los foros revisores, 

necesitamos conocer los criterios objetivos utilizados por el tribunal de 

instancia para guiar su sentido de justicia y equidad. 

VII. 

 En fin, la evaluación desapasionada y objetiva de este caso no nos 

permite sino concluir que el mismo trató de una lamentable equivocación, 

cuyo origen no puede, ni pudo, ser atribuido a los demandados apelantes.  

En el desempeño de sus funciones y en el cumplimiento de una orden de 

lanzamiento válida, la conducta exhibida por los demandados no puede 

reputarse como negligente. 



 
 

 
KLAN201501233  

 

30 

 Por todo lo antes expuesto, procede revocar la Sentencia emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Guayama, el 5 de 

septiembre de 2014, mediante la cual declaró con lugar la Demanda de 

daños y perjuicios instada por los demandantes apelados.  En su 

consecuencia, dicha Demanda se desestima con perjuicio. 

 Notifíquese.   

 Lo acordó y manda el Tribunal37, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

                                                 
37

 Además, ordenamos a la Secretaria de este Tribunal que devuelva a la Secretaria 
Regional de Guayama los autos originales de esta causa. 


